
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA  DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO SUSTANTIVO / DEFECTO PROCEDIMENTAL / ERROR INDUCIDO / FALTA DE MOTIVACIÓN.
… reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
El defecto material o sustantivo encuentra su fundamento constitucional en el artículo 29 y se presenta cuando, “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”. (…)
“La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia.” (…)
“… la causal de procedibilidad denominada error inducido o “por consecuencia” se configura cuando una decisión judicial pese a haberse adoptado respetando el debido proceso, valorando los elementos probatorios de forma plausible conforme al principio de la sana crítica y con fundamento en una interpretación razonable de la ley sustancial, ocasiona la vulneración de derechos fundamentales “al haber sido determinada o influenciada por aspectos externos al proceso, consistentes en fallas originadas en órganos estatales.” (…)
“…la estipulación de la falta de motivación como causal de procedencia de la tutela contra sentencias propende por la salvaguarda del derecho de los ciudadanos a obtener respuestas razonadas de la administración de justicia, cuestión que, adicionalmente, les permite ejercer su derecho de contradicción. Así, al examinar un cargo por ausencia de motivación de una decisión judicial, el juez de tutela deberá tener presente que el deber de presentar las razones fácticas y jurídicas que sustentan un fallo es un principio de la función judicial que, de transgredirse, supone una clara vulneración del debido proceso.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto veintitrés del dos mil diecinueve        
Expediente: 66001-31-03-004-2019-00067-02
   
Acta N° 381 del 23 de agosto del 2019    
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia del 25 de junio del 2019 proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró Felipe Jaramillo Londoño contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira a la que fueron vinculados Alonso Acuña, Arango Coomeva, Colpensiones, Protección S.A., el Municipio de Pereira, el Banco Davivienda, el Banco Colpatria, Almacenes Corona, Arquitectura Liviana S.A.S., Distracom S.A., el Acueducto de Cerritos, el Colegio Liceo Francés de Pereira, Credivalores S.A., el Edificio Alpes Reservado P.H., Fenalco Valle del Cauca, Francisco Vallejo Chujfi, Rodrigo Silva Aguilera y Vertical de Construcciones S.A.S.
ANTECEDENTES

Felipe Jaramillo Londoño presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, en la que aduce que en la audiencia de adjudicación celebrada el 18 de febrero del 2019, dentro del proceso de insolvencia de persona natural no comerciante con radicado 2013-00682-00 al que asiste en calidad de acreedor cesionario, hubo defectos que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Del extenso escrito presentado por el demandante, se extractan los siguientes hechos relevantes para a resolución del asunto: 

Surtidas las etapas preliminares del proceso, se señaló fecha para llevar a cabo la audiencia de adjudicación para el 18 de febrero del 2019, en la cual se le adjudicó a acreedores de 3ª y 4ª clase el bien de mejor calidad, pese a que a él le corresponden créditos que tienen preferencia, de 1ª y 4ª clase, y como si fuera poco, la repartición que de ese bien se les hizo a esos acreedores, suma el 100.01%, no el 100% como debe ser. 
Sobre el favorecimiento de algunos acreedores, expuso que su abogado le solicitó al funcionario considerar lo reglado en el numeral 3° del artículo 570 del CGP, empero este manifestó que lo hacía con fundamento en un “criterio práctico” y que no existía ninguna norma, ni siquiera en el CGP, que aludiera a tener en cuenta lo relacionado con la “calidad” de cosas a adjudicar. Y en lo que atañe con el referido error aritmético, ante un recurso de reposición que él presentó, el Juez manifestó que llegar a un 100% es imposible dentro de las matemáticas; siendo inexplicable en todo caso, cómo se efectuará la inscripción de los comuneros en la Oficina de Registro o la forma en que se dejará el bien en posesión a los mismos. 
Por otra parte denunció que el manejo de la audiencia fue inadecuado por los siguientes motivos:

(i) 
Se generó mucha confusión sobre los momentos en que el funcionario concedió oportunidades para elevar manifestaciones respecto a otras intervenciones y elevar recursos, lo que hace que el trámite esté viciado de nulidad.
(ii)  
Entre el min 8:49 y el 23:20 el Juez resolvió las objeciones presentadas por algunos acreedores, sin antes correr traslado de ellas a las demás partes, y además no notificó la decisión en estrados. 
(iii) Durante la audiencia, el liquidador reconoció varios errores en el proyecto de adjudicación, que fueron aceptados por el Juez, lo cual se traduce en que el proyecto finalmente aprobado, es otro al presentado el 30 de agosto del 2018.
(iv) Contra el auto que aprobó el proyecto de adjudicación, el municipio de Pereira, su abogado y él interpusieron sendos recursos de reposición, los que fueron resueltos, sin antes descorrer el traslado a las demás partes, y en el sentido de modificar los numerales 4° y 7° de la providencia de adjudicación, de conformidad con los errores que él puso de presente y que fueron aceptados por el liquidador. 
(v)    
Pese a que repuso su decisión, y modificó los aludidos numerales, continuó “sin más” sin notificar su decisión por estrados y permitir la oportunidad a las partes de pronunciarse, por lo cual esa decisión no pudo quedar ejecutoriada. 

(vi) Su abogado, ante esa decisión, le solicitó al despacho dilucidar si la nueva decisión, era una aclaración, corrección o adición, para saber qué recurso procedía, frente a lo cual el funcionario indicó que se trataba de una aclaración numérica, por ello, de conformidad con el artículo 285 del CGP su abogado interpuso recurso de reposición, empero fue negado por improcedente. 
Corolario de todo, adujo que en la diligencia se presentó una serie de defectos, cada uno de los cuales será analizado en el acápite de consideraciones de esta providencia.  
Pidió, por tanto, la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, debida y correcta administración de justicia, igualdad y defensa y, en consecuencia, que se ordene al Juez (i) dejar sin efectos la audiencia de adjudicación del 18 de febrero del 2019, (ii) que disponga que el liquidador realice el proyecto al tenor de los siguientes criterios: (a) que se deje a disposición de las partes por el término de 10 días tal como lo ordena el artículo 568 del CGP, para poder fundar las alegaciones iniciales sobre lo irregular que considera la adjudicación de bienes inmuebles en un “100.01%”, (b) adjudicar los inmuebles de mejor calidad, primero, el apartamento 304 del Edificio Alpes Reservado, parqueadero y depósito, segundo, el apartamento 801 del Portal de la 14 y, tercero, el porcentaje del lote de la calle 12, respetando la prelación de créditos de la ley sustancial, esto es, primero los de 1ª clase, después los de 4ª clase, luego los de 3ª clase y finalmente los de 5ª clase; y (c) que no se le den privilegios adicionales a los acreedores hipotecarios aplicando “criterios prácticos”; por último solicitó (iv) que en la nueva audiencia que se programe se le corra traslado de los recursos interpuestos y que a su vez descorra el traslado de los mismos so pena de nulidad. Como medida provisional solicitó que se suspendieran las órdenes proferidas en la audiencia de adjudicación. 
Mediante auto del 18 de marzo del 2019, el Juzgado de primera instancia ordenó dar trámite a la acción, decretó la medida provisional decretada, ordenó la vinculación de todos los intervinientes en el proceso liquidatario y como prueba decretó la inspección judicial del proceso de marras (f. 62, c. 1)
Mediante apoderado judicial, el Municipio de Pereira, manifestó que al ser reconocido en el proceso como un acreedor de primera clase, debería adjudicársele el inmueble de mejor calidad como claramente lo es el apartamento 304 del Edificio los Alpes Reservado, con su parqueadero y depósito; en ese sentido indicó que difiere totalmente de la apreciación del Juez y el liquidador quienes aducen que inmueble es inmueble y no hay diferencia entre ellos (f. 120, c. 1).
El abogado del Banco Davivienda S.A., mencionó que el proceso de insolvencia ha sido objeto de otras acciones de tutela, y señaló que este no es el medio para debatir providencias judiciales con base en interpretaciones propias, máxime cuando el demandante no acreditó la vulneración de sus derechos fundamentales ni la ocurrencia de un perjuicio irremediable. Pidió desvincular la entidad y negar la protección invocada (f. 114, c. 1). 
El liquidador del proceso, Alonso Acuña Arango, explicó los pormenores del proceso y del proyecto de adjudicación y mencionó que no le asiste razón al demandante cuando aduce que se vulneraron sus derechos con la adjudicación, pues se realizó tal como lo determinan los numerales del artículo 570 del CGP, de la siguiente forma:
Numeral 1°. Se realizó en primera instancia a los acreedores de primera clase, donde se incluyeron los honorarios del liquidador por ser gastos de administración, posteriormente con los acreedores de tercera, cuarta y quinta clase.

Numeral 2°. Se incluyeron cada uno de los bienes inmuebles, muebles y cosas incorporales que hacen parte de la masa liquidataria del deudor Felipe Jaramillo Londoño así, los inmuebles por valor de $572.960.500,oo, bienes corporales por $6.150.000,oo y cosas incorporales por valor de $3.009.262.701. 

Numeral 3°. Siguiendo esa regla se prefirió la adjudicación en bloque de acuerdo con la naturaleza y calidad de los activos, así:

Los bienes inmuebles que son de la misma naturaleza y calidad, según los avalúos, por valor de $572.960.500, se les adjudicaron a los acreedores de 1ª, 3ª, 4ª y parte de los de quinta clase.

Los bienes muebles, por valor  de $6.150.000,oo se le adjudicaron al acreedor de quinta clase Felipe Jaramillo quien es cesionario de Arturo Gómez Herrera. 

Y Los bienes incorporales, es decir derechos litigiosos, por valor de $3.009.262.701, se les adjudicaron a los demás acreedores de quinta clase. 

Resaltó que el avalúo de los bienes, sirve para definir precisamente la naturaleza y calidad de los mismos, pues el legislador no estableció que esa determinación deba hacerse con fundamento en su ubicación o estructura física como pretende el accionante; es decir, es inexistente una norma para categorizar los bienes en calidad “A, doble A o triple A”.

Numeral 4°. Al no haber dinero, los bienes fueron repartidos así, primero inmuebles, luego muebles y por último incorporales. 

Numeral 5°. En el proyecto consta que se realizó la adjudicación en tres bloques, de acuerdo con la naturaleza de los activos. 

Numeral 6°. Cada uno de los bloques fue adjudicado en común y proindiviso, logrando que el derecho de propiedad sobre los bienes adjudicados, más específicamente, sobre los apartamentos y el lote, fuera compartido entre los diferentes acreedores, según su categoría. 

Numeral 7°. En razón a la regla contenida en esta disposición, a los acreedores de 1ª, 3ª, 4ª y parte de los de 5ª clase, se les adjudicaron bienes semejantes y de igual equivalencia, esto es bienes inmuebles, luego, se prosiguió con bienes muebles que le correspondieron a un único acreedor de quinta clase. Y finalmente se adjudicaron los bienes incorporales a los acreedores restantes de 5ª clase, esto con el fin de comprobar los criterios de semejanza, igualdad y equivalencia entre los bienes. 

Respecto de los errores aritméticos puso de presente lo reglado en el artículo 286 del CGP y pidió se ordenara aplicarlo, en caso de que en sede constitucional se estime pertinente realizar  nuevamente la audiencia de adjudicación, que se ha pretendido hacer desde el 19 de octubre del año 2015, pero que no ha sido posible debido a múltiples reclamaciones del deudor. Consideró que no existe vulneración alguna a los derechos del deudor y coadyuvó las manifestaciones que el Juez Sexto Civil Municipal hizo en la audiencia (f. 164, c. 1) 

Protección S.A., por conducto de su representante legal judicial, dijo que no observa ningún defecto protuberante, propio de la arbitrariedad de los funcionarios que intervinieron en la solución del asunto; por lo cual adujo que la acción no está llamada a prosperar (f. 172, c. 1). 
La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva y pidió la desvinculación de esa cartera (f. 187, c. 1). 

Sobrevino la sentencia de primera instancia que negó la protección, habida cuenta de que (i) no encontró acomodada ni caprichosa la distribución de los bienes aprobada en la audiencia de adjudicación (ii) si bien es cierto que en principio la sumatoria de los bienes adjudicados ascendía solo al 99.68%, también lo es que esa falencia fue debidamente corregida y aclarada al final de la diligencia y por último (iii) dijo que a las partes se les concedieron todas las oportunidades para formular los recursos que estimaran pertinentes (f. 197, c. 1).  
Impugnó el demandante, que mencionó que en el fallo no se hizo alusión a la totalidad de las denuncias que exhibió en el escrito introductorio, e insistió en los mismos argumentos contenidos en aquel (f. 228, c. 1). 
En esta Sala, mediante auto del 31 de mayo del 2019, declaró la nulidad de lo actuado y ordenó rehacer el trámite con el contradictorio debidamente integrado (f. 4, c. 2).

De ese modo procedió el Juzgado de primera instancia, y luego de que se subsanaron las irregularidades en las notificaciones de las partes (f. 261, c. 1), vino nuevamente la sentencia en los mismos términos (f. 282, c. 1); y volvió a impugnar el accionante (f. 298, c. 1). 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude el accionante en procura de la protección de los derechos fundamentales que invocó, que estima conculcados, durante la audiencia de adjudicación que se llevó a cabo en el proceso de insolvencia de persona natural no comerciante del que se viene hablando, en consideración a, que a su juicio, ocurrieron ciertas irregularidades insalvables, sobre las cuales se aludirá en líneas siguientes. 

El Juzgado de primera instancia, se dijo, negó la protección, comoquiera que estimó que el funcionario encartado obró a tono con las normas que regulan el proceso que se trae a debate. 
Corresponde a la Sala entonces, confirmar, modificar o revocar el fallo protestado, con fundamento en las razones esgrimidas por el recurrente. 
Para el efecto se recuerda que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

El principal propósito del señor Jaramillo Londoño es que se deje sin efectos la audiencia de adjudicación celebrada el pasado 18 de febrero con fundamento en unas presuntas irregularidades que se analizarán, luego de examinar si es procedente esa pretensión 

Para empezar, se tiene que los presupuestos generales se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; contra la resolución definitiva que se profirió en la audiencia de adjudicación se promovieron los recursos pertinentes y fueron resueltos, lo cual soluciona lo que respecta con la subsidiaridad; la diligencia se celebró el 18 de febrero del 2019 y esta acción de tutela se radicó el 15 de marzo siguiente, con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante al funcionario, aquellas podrían incidir la decisión de fondo; se identifica razonablemente y en extenso en qué consiste las supuestas trasgresiones, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Sigue en consecuencia verificar si, como se afirma, el funcionario durante la audiencia incurrió en defectos específicos, que incidieron directamente en la decisión que presuntamente desconoce sus derechos fundamentales.

Para el efecto la Magistratura analizará cada una de las explicaciones que blandió el actor, en torno a la supuesta consumación de los defectos que enlistó, leídos al compás de sus denuncias. 

 (i) Sustantivo: Por cuanto se pasó por alto el contenido de los artículos 568 y 570 del CGP, especialmente lo consagrado en su numeral 3°. 

Sobre ese defecto, recientemente se dijo que
:

Defecto sustantivo. Reiteración de jurisprudencia

33. El defecto material o sustantivo
 encuentra su fundamento constitucional en el artículo 29 y se presenta cuando, “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”
. La jurisprudencia recogió los eventos en los cuales se presenta un defecto sustantivo, así:

“(i) La decisión tiene como fundamento una norma que no es aplicable, porque: ‘a) no es pertinente, b) ha perdido su vigencia por haber sido derogada, c) es inexistente, d) ha sido declarada contraria a la Constitución, o e) no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el legislador’
.

(ii) A pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto: a) no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable, o b) es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes
.

(ii) La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma, omitiendo el análisis de otras disposiciones aplicables al caso
.”

En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.
Se duele el actor de que en la repartición no se tuvo en cuenta que él era cesionario de créditos de 1ª y 4ª clase, ni la calidad de los inmuebles que hacían parte de la masa liquidataria, frente a lo cual aseguró que eran de mejor calidad dos apartamentos ubicados en zonas privilegiadas de la ciudad, que el 33% de un lote ubicado en una zona marginal.
Contrario a esa denuncia, lo que encuentra la Colegiatura es que el proyecto de adjudicación que finalmente fue aprobado por el Juez, sí tuvo en cuenta la clase de cada uno de los adjudicatarios, privilegió la adjudicación en bloque y a los acreedores con preferencia les asignó inmuebles en común y proindiviso, todo al tenor de lo reglado en el artículo 570 del CGP.   

La valía que cada persona le dé a uno u otro inmueble es indeterminable desde una perspectiva objetiva, hay que echar mano, como se hizo y se explicó en la audiencia, de los avalúos, sean catastrales o comerciales, para determinar su precio, que es un factor cuantificable. Además contra el criterio práctico que se le reprocha al funcionario, nunca se formuló una tesis que permitiera concluir que en efecto existe un método para determinar la calidad de los inmuebles. Este punto se retomará más adelante, cuando sea pertinente ahondar en la argumentación ofrecida por el funcionario encausado, en torno a la calidad de los inmuebles y la prelación de créditos. 
(ii) Procedimental absoluto: en la medida que el Juez rehízo indiscriminadamente un acto que se encuentra establecido como único (audiencia y proyecto de adjudicación), aceptando variar sustancialmente el proyecto, sin oportunidad legal para controvertirlo y alegar en tal sentido. 
Sobre ese defecto tiene dicho la jurisprudencia que
:
“23.  La jurisprudencia ha establecido que existen dos modalidades del defecto procedimental, a saber: (i) el defecto procedimental absoluto, que ocurre cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido, bien sea porque sigue un trámite ajeno al pertinente y en esa medida equivoca la orientación del asunto
, o porque omite etapas sustanciales del procedimiento establecido, con lo que afecta el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso
; y (ii) el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que se presenta cuando el funcionario arguye razones formales a manera de impedimento, las cuales constituyen una denegación de justicia
.”

Al repasar lo ocurrido en la audiencia, cuya transliteración reposa completa en el cartulario y a cuya lectura se remite en gracia de brevedad (f. 41 a 58, c. 1), disiente la Sala de las aseveraciones del demandante por lo siguiente:

En los inicios de la audiencia oyó y resolvió cada uno de las alegaciones de las partes respecto del proyecto de adjudicación, tal y como lo dispone el primer inciso del artículo 570 del CGP, y de hecho, cuando terminó, adujo “si me quedó alguna petición por resolver por favor me indican para efecto de tomar la decisión correspondiente” ; con lo cual se abrió un nutrido debate en torno a las resoluciones que impartió y contra las cuales se presentaron diversos recursos de reposición, los cuales también de manera extendida y con suficiencia solucionó; luego de lo cual, finalmente, profirió el auto mediante el cual aprobó el proyecto de adjudicación, contra el cual, también se presentaron tres recursos de reposición, cada uno de los cuales fue resuelto; en efecto, debido a las observaciones que hicieron las partes, el funcionario terminó reponiendo parcialmente la decisión para hacerle unas modificaciones aritméticas al proyecto de adjudicación. 

Modificaciones y correcciones que, si bien se quisieron hacer ver como aclaración del auto de adjudicación, lo cierto es que es incontestable que fueron numéricas, en virtud a un yerro involuntario que cometió el Despacho en la lectura de los porcentajes de los acreedores, que no cambiaron en lo sustancial la adjudicación. 
Como se ve no se omitieron etapas procesales, por el contrario, redundó el juez en acciones orientadas a garantizar el derecho de defensa de las partes, permitió un extenso debate entre ellas y con el Despacho, que concluyó con la aprobación de un proyecto de adjudicación, a tono con las normas que lo gobiernan, que difícilmente podría dejar absolutamente satisfechos a todos los acreedores. 

(iii) Error inducido: en el sentido de que el liquidador allegó diversos proyectos de adjudicación distintos, lo cual hizo equivocar al Juez: 

El mismo tribunal constitucional ha decantado que:

6.1. La Corte Constitucional ha explicado que la causal de procedibilidad denominada error inducido o “por consecuencia” se configura cuando una decisión judicial pese a haberse adoptado respetando el debido proceso, valorando los elementos probatorios de forma plausible conforme al principio de la sana crítica y con fundamento en una interpretación razonable de la ley sustancial, ocasiona la vulneración de derechos fundamentales “al haber sido determinada o influenciada por aspectos externos al proceso, consistentes en fallas originadas en órganos estatales.”

Los proyectos de adjudicación que el liquidador presentó, hacen parte del proceso, no son factores externos ni estriban en una falla originada en algún otro órgano estatal; por demás, fueron puestos bajo el conocimiento de los intervinientes quienes, como viene de decirse, tuvieron en múltiples ocasiones la oportunidad de examinarlo y refutarlo. 

Por esos motivos, tampoco comparte la Sala los razonamientos esgrimidos por el demandante. 

(iv) Decisión sin motivación: En el sentido de que nada explicó el Juez, sobre por qué se adjudicaron mejores bienes a acreedores de 5ª clase, sobre otros de 1ª y 4ª clase, como sucede en su calidad de cesionario; además de que es inentendible qué es el “criterio práctico” del que echó mano el juez para sustentar su resolución.    

En este tipo de defecto, según el alto Tribunal
:




Lo que debe tenerse en cuenta, finalmente, es que la estipulación de la falta de motivación como causal de procedencia de la tutela contra sentencias propende por la salvaguarda del derecho de los ciudadanos a obtener respuestas razonadas de la administración de justicia, cuestión que, adicionalmente, les permite ejercer su derecho de contradicción. Así, al examinar un cargo por ausencia de motivación de una decisión judicial, el juez de tutela deberá tener presente que el deber de presentar las razones fácticas y jurídicas que sustentan un fallo es un principio de la función judicial que, de transgredirse, supone una clara vulneración del debido proceso.





Por otra parte, la jurisprudencia ha determinado que no corresponde al juez de tutela establecer a qué conclusión debió llegar la autoridad judicial accionada, sino señalar que la providencia atacada presenta un grave déficit de motivación que la deslegitima como tal.

Pues bien, tampoco coincide la Sala con el actor en este punto; lejos de lo que afirma, el funcionario motivó con suficiencia y reiteradamente por qué le impartió aprobación al proyecto de adjudicación en la forma como lo presentó en liquidador, de ello da cuenta la distendida disertación consignada en las transcripciones que reposan en el cartulario, cuyo aparte pertinente transcribe:
“(…) no se está haciendo tratamientos normativos excepcionales como lo indica expresamente el apoderado, estamos aplicándole exactamente la misma norma a todos, lo que pasa es que volvemos a lo mismo de antes, seguimos hablando de un inmueble de mayor calidad, o menor calidad, ni el Código General del Proceso ni el Código Civil hablan de inmuebles de mejor calidad, obviamente hay unos inmuebles que son más apreciados, más queridos o más valorados, o mejor ubicados, y entonces pensarán que son de mejor calidad algunos de los deudores o acreedores, pero obviamente ello no implica que se tenga que adjudicar al que cada uno considera que es de mejor calidad porque eso no es el objetivo.

En cuanto a la prelación de los acreedores que está en primero y segundo, tenemos que tener en cuenta que a todos, se les está adjudicando en inmuebles, que es lo que está pidiendo la norma, que se les adjudiquen los inmuebles, que por situación, digamos práctica o lógica como dice el municipio que es mejor que le quede a uno solo, pero eso es imposible, porque todos los bienes tienen que quedar en varias personas, porque son muchos los acreedores, y los porcentajes son mayores, son diferentes y no hay un solo acreedor que se le pueda adjudicar sobre uno solo de los bienes; en ese sentido el despacho considera que entonces no se está violando ninguna norma ninguna prelación de las normas, ni ninguna violación del principio de derechos sustanciales (…)”

En la transcripción y sus resaltados puede verse que el único motivo del funcionario para aprobar la adjudicación, no fue el criterio práctico del que se duele el demandante, por el contrario, presentó además razones fácticas y jurídicas que a su juicio, condicen con la conveniencia del proyecto para todos los acreedores, expresamente expuso por qué era inviable catalogar la calidad de los bienes y el fundamento por el cual adjudicó en común y proindiviso inmuebles a los adjudicatarios con preferencia. 


En suma, si bien es cierto que la audiencia no tuvo un desarrollo ortodoxo, ni estuvo ceñida al protocolo tradicional de la judicatura, no se columbra en ella ningún vicio por el cual sea necesario rehacerla en su totalidad como se pretende en la demanda, a lo cual se suma que nada de irracional o arbitrario se ve en las decisiones reprochadas, así que, por más discutible que le parezcan al interesado el razonamiento del Despacho, y aun cuando puedan admitirse otras interpretaciones, no revelan una posición caprichosa y antojadiza que permita la intrusión del Juez constitucional; lo argumentado por el accionante, no pasa de ser una diferencia de criterio sobre la manera como a su juicio, debió distribuirse su patrimonio en el proceso de insolvencia, que no puede ser descalificado porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  





Solo recuérdese que de antaño la Jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Sin embargo, al margen de todo lo expuesto, si observa la Sala que existe una irregularidad en la decisión final que violenta el debido proceso del actor, y es que el funcionario hizo una indebida aplicación de las normas que regulan la adjudicación, en el entendido de que los porcentajes asignados a los acreedores en relación con el apartamento 304 del Edificio Alpes Reservado que comprende también dos parqueaderos y un depósito, no corresponde el 100%, sino, como afirma el demandante al 100,01%.




Por ello, es menester conceder la protección para que se repita la audiencia, y se subsane el yerro contenido en el numeral 4° del auto que aprobó la adjudicación, con lo cual además se evitarán contratiempos en la protocolización de los derechos de los acreedores sobre los bienes ante las respectivas autoridades. 




Ahora bien, comoquiera que se ordenará rehacer la diligencia, exclusivamente para que se corrija la inconsistencia aritmética que acaba de señalarse, no se accederán a las demás pretensiones formuladas en el escrito inicial, habida cuenta que, como se explicó, no están fundadas en hechos que transgredan ninguna garantía fundamental. 




Se adicionará el fallo para absolver a los demás citados al trámite.




DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley REVOCA la sentencia proferida el 25 de junio del 2019, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Felipe Jaramillo Londoño inició frente al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira a la que fueron vinculados Alonso Acuña, Arango Coomeva, Colpensiones, Protección S.A., el Municipio de Pereira, el Banco Davivienda, el Banco Colpatria, Almacenes Corona, Arquitectura Liviana S.A.S., Distracom S.A., el Acueducto de Cerritos, el Colegio Liceo Francés de Pereira, Credivalores S.A., el Edificio Alpes Reservado P.H., Fenalco Valle del Cauca, Francisco Vallejo Chijfi, Rodrigo Silva Aguilera y Vertical de Construcciones S.A.S.

En su lugar CONCEDE el amparo invocado y en consecuencia.

Se DEJA SIN EFECTOS el numeral 4° del auto que aprobó la adjudicación, proferido  por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, en la audiencia celebrada el 18 de febrero del 2019, dentro del proceso de insolvencia de persona natural no comerciante con radicado 2013-00682-00.

Se ORDENA al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, fijar fecha para que en audiencia, se corrija el numeral 4° del aludido proveído, de conformidad con las consideraciones vertidas en esta providencia. 




Se ADICIONA para absolver a los demás citados al trámite.




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA

      Ausente con justificación

� Sentencia C-543-92


� T-031 del 2018


� Sentencias T-567, T-490, T-474, T-453, T-436, T-407, SU-396, T-321, T-349, T-273, SU-210 y T-123 de 2017; SU-637, T-591, SU-499, SU-490, T-445, SU-427, T-244, SU-448 y T-315 de 2016; T-454, T-281, T-271, SU-241, SU-230, T-192, T-176 de 2015; SU-769 de 2014, entre otras.


� Sentencias T-792 y T-033 de 2010, T-743 de 2008, T-686 de 2007, T-657 de 2006, T-295 y T-043 de 2005, SU-159 de 2002, entre otras.


� Cfr. Sentencia SU-448 de 2011.


� Sentencias T-051 de 2009, T-1101 y T-1222 de 2005, T-462 de 2003 y T-001 de 1999.


� Sentencia T-807 de 2004.


� Sentencia T-321 de 2017.


� Sentencia T-025/18


� Ver sentencia T-996 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�Ver sentencia T-264 de 2009; MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ibídem.


� Sentencia T-041 del 2018.
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